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PETICIÓN P-593-11
ADMISIBILIDAD

KEVIN COOPER
ESTADOS UNIDOS
19 de octubre de 2011
I.
RESUMEN

1. El 29 de abril de 2011 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Norman C. Hile y Katie C. De Witt de Orrick, Herrington & Sutcliffe LLP (en adelante, “los peticionarios”) contra Estados Unidos de América (en adelante, “Estados Unidos” o “el Estado”).  La petición fue presentada en representación de Kevin Cooper (en adelante, “la presunta víctima” o “el señor Cooper”), quien al momento de la presentación de la petición se encontraba privado de la libertad desde 1985 en el “corredor de la muerte” en el estado de California.
2. Los peticionarios sostienen que el señor Cooper, afrodescendiente, fue condenado por un crimen que no cometió.  Indican que, debido a la naturaleza atroz del crimen y a la necesidad de cubrir la incompetencia de las investigaciones policiales, el Estado concentró todos sus esfuerzos en recolectar prueba para inculpar a la presunta víctima, e ignoró prueba que demostraba que los verdaderos autores del delito fueron tres hombres blancos.  Al respecto, señalan entre otras cosas, que el Estado presentó prueba falsa; manipuló un testimonio; intimidó a un testigo; y omitió prueba exculpatoria.  Alegan asimismo que la defensa letrada del señor Cooper fue ineficaz y que el juicio estuvo cargado de una fuerte atmósfera de discriminación racial.  Al momento de la adopción del presente informe, el Estado aún no había presentado sus observaciones a los alegatos de las peticionarias.
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar la posición de los peticionarios, y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 31 a 34 de su Reglamento, la Comisión Interamericana decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos I, II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante, “la Declaración Americana”).  La CIDH decide además notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA
4. La Comisión Interamericana recibió la petición el 29 de abril de 2011, y el 23 de junio del mismo año transmitió copia de las partes pertinentes al Estado con un plazo de dos meses para someter sus observaciones.  El 2 de septiembre de 2011 la CIDH reiteró la solicitud de información al Estado.  Al momento de la adopción del presente informe, el Estado aún no había presentado sus observaciones. 
Medidas cautelares

5. Mediante nota de 29 de agosto de 2011 la CIDH notificó al Estado el otorgamiento de medidas cautelares a favor de la presunta víctima, y solicitó la suspensión de la ejecución hasta tanto se pronunciara sobre el fondo de la petición.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A.
Posición de los peticionarios
6. De acuerdo a lo indicado en la petición, el señor Cooper, afrodescendiente, fue sentenciado a pena de muerte el 1º de marzo de 1985 por un crimen que alegadamente no cometió.  Con posterioridad a la condena, la presunta víctima interpuso siete hábeas corpus estatales; al menos un recurso ante la Suprema Corte de California (writ of mandate); tres hábeas corpus federales; ocho solicitudes de certiorari ante la Suprema Corte de los Estados Unidos; y dos hábeas corpus presentados directamente ante la Suprema Corte de los Estados Unidos.  Todos los recursos fueron rechazados.  Asimismo, indican los peticionarios que el señor Cooper presentó posteriormente ante la Corte Superior del Condado de San Diego una solicitud para realizar exámenes adicionales de ADN con una nueva técnica que permitiría obtener información de muestras deterioradas.  Señalan que dicho recurso fue rechazado el 14 de enero de 2011, con lo cual el señor Cooper se habría visto privado de su última oportunidad de obtener prueba nueva para la presentación de una solicitud sucesiva de hábeas corpus cuestionando su condena.
7.  De acuerdo a la información proporcionada por los peticionarios, el 2 de junio de 1983 la presunta víctima escapó de una prisión de mínima seguridad ubicada en el Condado de San Bernardino, California, donde se encontraba cumpliendo una sentencia por robo.  El primer día se escondió en una casa abandonada en una zona rural residencial, donde permaneció hasta el 4 de junio a las 8.30pm, luego de lo cual se dirigió hacia la frontera con México.  Se indica que entre las 9.00pm del 4 de junio y la mañana del 5 de junio, en una casa cercana, una familia blanca constituida por un matrimonio, una hija y un hijo, ambos menores de edad, y un niño que se encontraba en la casa de visita fueron atacados.  Éste último, el matrimonio y la niña fueron brutalmente asesinados con un hacha, un cuchillo y un picador de hielo.  El único sobreviviente fue el hijo del matrimonio, de ocho años de edad.  
8. Sostienen los peticionarios que, ante la naturaleza atroz del crimen y las severas deficiencias en las investigaciones policiales, el Departamento del Sheriff del Condado de San Bernardino (en adelante, “Departamento del Sheriff”) determinó que el señor Cooper, un afrodescendiente prófugo, había estado en los alrededores del lugar del crimen, y en consecuencia concentró inmediatamente toda su atención en recolectar prueba para inculparlo.  Manifiestan asimismo que el Departamento del Sheriff ignoró toda la información tendiente a demostrar que el crimen había sido realmente cometido por tres hombres blancos.  Indican que dicho Departamento manipuló y fabricó prueba en contra de la presunta víctima, y ocultó prueba exculpatoria para asegurar la condena del señor Cooper y cubrir de esta forma su propia incompetencia.
9. Los peticionarios manifiestan que Estados Unidos violó varios derechos humanos del señor Cooper reconocidos en los siguientes artículos de la Declaración Americana: artículo I (derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona) debido a la alegada errónea condena, a la continua privación de libertad desde 1985, y a la inminente ejecución; artículo XVIII (derecho de justicia) por la presunta presentación de prueba falsa y ocultación de prueba exculpatoria; artículo XXVI (derecho a proceso regular), entre otros, por la alegada ineficacia de la asistencia letrada; y artículo II (derecho de igualdad ante la ley) debido a la presunta falla del Estado en proteger al señor Cooper de la atmósfera de discriminación racial que prevaleció durante el juicio.
10. En relación con la presunta violación del derecho a un juicio justo, los peticionarios señalan que el abogado de distrito del Condado de San Bernardino (en adelante, “el abogado de distrito”) presentó prueba falsa durante el juicio.  Manifiestan al respecto que el abogado de distrito manipuló el testimonio del hijo del matrimonio asesinado, único sobreviviente de los hechos, quien inmediatamente luego del crimen habría identificado a tres hombres blancos como sus agresores.  Asimismo, luego de haber visto la foto del señor Cooper en la televisión, el niño habría indicado en al menos dos oportunidades que la presunta víctima no era quien había cometido el crimen.  Sin embargo, al momento del juicio cambió de versión, y declaró que había visto una sola sombra.
11. Sostienen además los peticionarios que el detective del Condado cometió perjurio al testificar en juicio que el menor víctima de los hechos, durante la declaración rendida el 14 de junio de 1983, no se refirió a la presencia de varios agresores.  Sin embargo, el psicólogo que estuvo presente en la declaración observó que el menor, en al menos cinco oportunidades, se refirió a los agresores en plural.  Los peticionarios manifiestan asimismo que el Departamento del Sheriff manipuló los resultados de las pericias realizadas en el laboratorio.  
12. En relación con la supuesta ocultación de prueba exculpatoria, señalan que el abogado del distrito no reveló que un ex detective del condado fue informado que la noche del crimen, tres hombres blancos con manchas de sangre en la ropa fueron vistos en un bar cercano a la casa donde se cometió el crimen.  Dicha información habría sido entregada al encargado de la investigación.  Indican asimismo que, cerca de la escena del crimen, se encontraron dos camisas manchadas de sangre lo cual constituiría, según los peticionarios, una prueba más en el sentido que fueron varios los agresores.  Tampoco se habría informado a la presunta víctima que las huellas dejadas en la escena del crimen correspondían a zapatos comunes de venta al público y no a zapatos especiales distribuidos en las prisiones como lo indicó el abogado de distrito.
13. Entre las violaciones al derecho a un proceso regular, alegan los peticionarios que la asistencia letrada del señor Cooper fue ineficaz.  Entre otros, señalan que el abogado defensor se negó a aceptar ayuda para procesar la vasta información relativa al presente caso, a pesar de tratarse de un caso de gran complejidad.  Alegan que la presunta víctima resultó seriamente perjudicada por dicha negativa.  Indican por otra parte que, tal como lo indicaron cinco jueces federales de la Corte de Apelaciones en Cooper v. Brown
, la Corte de Distrito Federal fracasó en la conducción de los procedimientos posteriores a la condena.  Señalan además los peticionarios que un nuevo testigo recientemente identificado habría sido intimidado por un alegado policía vestido de civil, quien le advirtió que no participara en los procedimientos del caso Cooper.
14. Por último, los peticionarios alegan que el juicio contra la presunta víctima se desarrolló en una atmósfera de gran discriminación racial.  Indican que esta atmósfera se originó luego que el señor Cooper, un hombre afrodescendiente, fue detenido por el brutal asesinato de una familia blanca y un niño que se encontraba con la familia, en una afluente comunidad de haciendas de caballos árabes.  Indican que el odio racial hacia la presunta víctima se demostró abiertamente cuando fue colocada, frente a la corte, la imagen de un gorila ahorcado con la leyenda “cuelguen al negro” (hang the nigger).  Concluyen los peticionarios que el Estado no protegió al señor Cooper de las consecuencias de dicha discriminación racial, lo cual constituiría una violación de su derecho a la igualdad ante la ley.
15. Con base en todo lo anterior, los peticionarios alegan que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos I, II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana en perjuicio de Kevin Cooper.
B.
Posición del Estado
16. El Estado no ha proporcionado sus observaciones sobre los alegatos de los peticionarios.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia 
17. Conforme al artículo 23 del Reglamento de la Comisión Interamericana los peticionarios se encuentran facultados, en principio, para presentar peticiones.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien Estados Unidos se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Declaración Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión Interamericana señala que Estados Unidos está sujeto a las obligaciones que impone la Declaración Americana de acuerdo con la Carta de la OEA, el Estatuto de la CIDH en su artículo 20 y  el artículo 51 de su Reglamento.  Estados Unidos es parte de la Organización de los Estados Americanos desde el 19 de junio de 1951, fecha en que depositó su instrumento de ratificación de la Carta de la OEA
, y está sometido a la jurisdicción de la CIDH desde 1959, año en que se creó este órgano.  Por lo tanto, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 

18. Asimismo, la CIDH tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Declaración Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Estados Unidos, Estado Parte de dicha Declaración.  La Comisión Interamericana tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Declaración Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Declaración Americana.

B. Requisitos de admisibilidad

1.
Agotamiento de los recursos internos
19. El artículo 31(1) del Reglamento de la Comisión Interamericana establece que, para que sea admisible una petición, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.
20. En relación con el presente caso, de la información proporcionada surge que el señor Cooper, con posterioridad a la condena, interpuso siete hábeas corpus estatales, al menos un recurso ante la Suprema Corte de California (writ of mandate), tres hábeas corpus federales, ocho solicitudes de certiorari ante la Suprema Corte de los Estados Unidos y dos hábeas corpus presentados directamente ante la Suprema Corte de los Estados Unidos.  Todos los recursos fueron rechazados.  Por lo tanto, con base en la información disponible, la CIDH concluye que la petición cumple con el requisito establecido en el artículo 31(1) de su Reglamento.
2.
Plazo de presentación de la petición
21. El artículo 32(1) del Reglamento de la Comisión Interamericana requiere que las peticiones sean presentadas dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha de notificación de la decisión definitiva.  En el presente caso el último recurso interpuesto fue rechazado por la Corte Superior del Condado de San Diego el 14 de enero de 2011.  La petición ante la CIDH fue recibida el 29 de abril de 2011.  Por lo tanto, cumple con el plazo de seis meses previsto en el artículo 32(1) del Reglamento de la CIDH.  
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
22. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por este u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 33(1) del Reglamento de la Comisión Interamericana.

4.
Caracterización de los hechos alegados
23. El artículo 34(a) del Reglamento dispone que las peticiones que se presenten ante la CIDH deben afirmar hechos que tiendan a establecer una violación de los derechos referidos en su artículo 27, en cuyo defecto la petición debe ser desestimada por ser “manifiestamente infundada” o “improcedente”, según lo dispuesto en su artículo 34(b).  El criterio para analizar la admisibilidad difiere del utilizado para el análisis del fondo de la petición, dado que la Comisión Interamericana sólo realiza un análisis prima facie para determinar si los peticionarios establecen la aparente o posible violación de un derecho garantizado por la Declaración Americana.  Se trata de un análisis somero que no implica prejuzgar o emitir una opinión preliminar sobre el fondo de la cuestión.
24. Los peticionarios alegan que Kevin Cooper fue sentenciado a pena de muerte el 1º  de marzo de 1985 por un crimen que no cometió.  Señalan que la atroz naturaleza del crimen, sumada a las severas deficiencias en las investigaciones policiales, llevaron a que el Estado se concentrara en inculpar a la presunta víctima, un afrodescendiente prófugo, e ignoraran toda la información tendiente a inculpar a tres hombres blancos.  Manifiestan además que el abogado de distrito presentó prueba falsa, manipuló el testimonio del único sobreviviente del crimen, y ocultó prueba exculpatoria.  Señalan asimismo que la asistencia letrada del señor Cooper fue ineficaz y que el juicio se desarrolló en una atmósfera de gran discriminación racial.
25. La Comisión Interamericana toma en cuenta el nivel de escrutinio más riguroso que ha aplicado en los casos de pena de muerte
, y observa que los alegatos de los peticionarios, en caso de ser probados, podrían caracterizar violaciones a los artículos I, II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana.  La CIDH reitera la obligación más severa de verificar que toda privación de la vida que resulte de la aplicación de la pena de muerte cumpla estrictamente los requisitos de los instrumentos interamericanos sobre derechos humanos aplicables, incluida la Declaración Americana
.
26. En conclusión, la CIDH decide que la petición no es manifiestamente infundada ni improcedente y declara que las peticionarias han cumplido, prima facie, los requisitos establecidos en el artículo 34 del Reglamento de la Comisión Interamericana.  
V.
CONCLUSIONES

27. La Comisión Interamericana concluye que es competente para tomar conocimiento del presente asunto y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 31 a 34 de su Reglamento.  Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en relación con los artículos I, II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana;
2.
Notificar a las partes la presente decisión;
3.
Continuar con el análisis del fondo de la cuestión;
5. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de octubre de 2011.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� La Comisionada Dinah Shelton, de nacionalidad estadounidense, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión Interamericana.


� Los peticionarios citan 565 F.3d 581, 583 (9th Cir. 2009).


� Véase también Corte IDH, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dentro del marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, OC-10/89, párr. 45 (14 de julio de 1989).


� Véanse CIDH, Informe No. 60/11, Peticiones P-11.575 y otras, Admisibilidad, Clarence Allen Lackey, 24 de marzo de 2011, párr. 158; Informe No. 77/09, Petición 1349-07, Admisibilidad, Orlando Cordia Hall, Estados Unidos, 5 de agosto de 2009, párr. 47; e Informe No.61/03, Petición 4446-02, Admisibilidad, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, párr. 66.


� CIDH, Informe No. 1/05, Caso 12.430, Fondo, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, 28 de enero de 2005, párr. 43.





